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Presentación 

La Acción de Tutela fue el mayor logro de la Constitución del año 1991, para lograr la 

protección de Derechos fundamentales de los Colombianos dentro del Estado Social de Derecho. 

Es por ello, que, con el transcurso de los años, la tutela siendo un mecanismo de amparo se 

ha visto de alguna manera vulnerada, en relación con su cumplimiento, pues no se obedece de 

manera eficiente el fallo que emite un Juez de la República. 

Las consecuencias de incumplimiento se materializan con el trámite incidental como acción 

disciplinaria pues ante la desobediencia del fallo, lo único que queda es o una sanción dineraria o 

la privación de la libertad, afectando no solamente al accionante para la materialización del amparo 

al derecho, sino al accionado pues se perturban los recursos presupuestales así como también el 

derecho fundamental a la libertad.  

Así las cosas, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política, artículo 86, 

garantiza que toda persona, en todo momento podrá solicitar la protección de sus derechos cuando 

se sientan amenazados o transgredidos, por ello, fue necesario reglamentar el trámite de dicha 

acción mediante los Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1983 de 2017, para concurrir a la 

misma. 

No obstante, se presumió desde su nacimiento que se podía incumplir un fallo y por tal 

motivo, surge el trámite incidental como medio para su efectivo cumplimiento, visto el desacato 

como una sanción que se impone por no cumplir con la orden emitida. 

Por tal motivo, en algunas circunstancias la protección de un Derecho fundamental 

amparado se torna ineficaz con un fallo de tutela, debido a que a pesar de que la orden se emite por 



5 
 

LA INEFICACIA DE LA ACCION DE TUTELA EN EL ÁREA DE LA 

SALUD 

quien ejerce la función jurisdiccional, no es posible su cumplimiento aunado a que el trámite 

posterior para su acatamiento es muy extenso.  

Resumen 

La acción de tutela es el medio para el amparo de los derechos fundamentales; no obstante, 

la Salud en Colombia se ha visto afectada por los múltiples incumplimientos de las empresas que 

prestan el servicio de Salud. Por lo anterior, y aunque la Constitución de 1991 consagró este 

mecanismo, en relación con este derecho, se hace insistente su protección por parte de todos los 

asociados ante las EPS, tornándose de alguna manera en ineficaz su protección, pues no solo es la 

tutela, sino que se debe acudir al trámite de un incidente de desacato. 

Es así que, aunque el Derecho a la salud e inherente a los seres humanos, siempre se ha 

vulnerado por el sistema que actualmente rige en Colombia, haciendo que se vea como un asunto 

particularmente comercial, dejando de lado la importancia que él mismo tiene, frente a la dignidad 

humana y por ello la protección a éste Derecho fundamental  ha pasado por grandes cambios en 

relación con su amparo, toda vez que pasó de ser de segunda generación a primera generación y 

por consiguiente su protección es de obligatorio cumplimiento. 

Así las cosas, la Corte Constitucional desde su primigenia postura, ha manifestado en sus 

decisiones, la importancia que debe tener el cumplimiento de un fallo tutelar, cuando nos 

encontramos frente a la vulneración de éste derecho fundamental. 

Palabras clave: Acción de Tutela, Incidente de Desacato, Cumplimiento, Ineficacia, 

Derechos fundamentals, Salud 
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Abstract: 

The guardianship action is the means for the protection of fundamental rights; however, the 

Health Law in Colombia has been affected by the multiple breaches of the provider companies that 

provide the Health service. Due to the above, and although the 1991 Constitution established this 

mechanism, in relation to this right, Its protection by all the associates before the EPS becomes 

insistent, making its protection somehow ineffective, since it is not only guardianship, but it is 

necessary to go to the process of an incident of contempt. 

 

Keywords: Guardianship Action, Contempt Incident, Compliance, Ineffectiveness, Fundamental 

rights, Health  
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Línea de Investigación: Derecho Constitucional, Reforma a la Administración de 

Justicia y Bloque de Constitucionalidad 
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Introducción 

Partiendo desde una perspectiva dogmática y con planteamientos sociológicos del estudio 

de los fallos de tutela que buscan proporcionar la garantía de la salud en Colombia, y usando una 

metodología inductiva, es necesario describir los factores existentes que conllevan a la 

incompetencia para materializar los derechos de la salud por parte de las entidades prestadoras de 

dicho servicio público a partir de la Sentencia T-760 de 2008 y subsiguientes fallos. 

De otra parte, es necesario indicar que el tema en estudio se trata del derechos fundamental 

de la Salud, por lo cual se evidencia una línea de investigación de sociología jurídica, teniendo la 

norma como la manifestación del poder que surge del propio Estado y de sus gobernantes 

legítimamente autorizados para proferir las mismas, conforme lo menciona Carvajal (2011) “donde 

señala la importancia de examinar la producción de la normativa jurídica como proceso social 

centrado en su eficacia” para establecer porqué se cumple o no la norma jurídica. Los temas de 

eficacia son relevantes en el escenario nacional, así como en la escala internacional, ya que hoy en 

día es más usual acceder a cortes internacionales como es el caso del sistema interamericano de 

derechos humanos (Carvajal, J. y Guzmán A. p. 203).  

 

Con base en estas definiciones, es necesario contextualizar el tema de investigación, para 

lo cual esta investigación se apoya en esta área de estudio, por cuanto se requiere incorporar dentro 

de las diferentes áreas del Derecho diversos planteamientos políticos y económicos, especialmente 

en temas constitucionales, de Derechos Humanos, de Derecho Internacional, constituyendo un área 

de discusión no sólo social, sino jurídica por su importancia en el contexto histórico de nuestro 
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país,  lo que conlleva a pensar el derecho desde  las interacciones entre lo internacional y lo nacional 

(Carvajal y Guzmán: 2018, p. 92 ). 

Es por ello, que el estudio acerca de la ineficacia de la acción de tutela frente al tema de 

salud en Colombia, tomada desde la perspectiva de los fallos judiciales proferidos por los diferentes 

Estrados Judiciales a nivel nacional, han perdido eficacia por la reiterada falta de cumplimiento por 

parte de quienes prestan el servicio de Salud, respecto a la aplicación de las medidas jurídicas, 

teniendo en cuenta las investigaciones de sociólogos que calculan tanto la eficacia como el impacto 

que presentan para la sociedad, reconociendo en sus análisis las posiciones que asumen los 

ciudadanos ante temas como son las disconformidades, las sanciones y los comportamientos que 

sobre la aplicación de las normas emiten.  

 

Además de ocuparse de los problemas de la producción de normas, los sociólogos del 

Derecho se ocupan también, y en mayor medida, de los problemas de la aplicación de las 

normas, y entre éstos, en primer lugar, de los de la eficacia de las normas y del impacto de 

las mismas en la sociedad; problemas que comportan, obviamente, investigaciones sobre 

el reconocimiento de las normas, sobre las opiniones de la gente en torno a ellas, sobre los 

comportamientos conformes y disconformes, sobre las sanciones, etc.  (Treves, s.f, 

p.168). 

 

En consecuencia, el régimen de la Seguridad Social en Colombia, se ve influenciado por el 

entorno político, social y económico del país, de tal forma que se implementan políticas públicas 

para la prestación de sus servicios.  
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En dicho proceso, es posible evidenciar, la tensión existente entre el ejercicio del poder, los 

asociados y los grupos de interés, por ello desde la época colonial, se vió la necesidad de amparar 

la salud de los asociados y consecuentemente la vida. Sobre el particular, la Constitución de 1886, 

en su artículo 19, indicó lo pertinente en la asistencia pública como función del Estado y 

precisamente, este fue el primer paso para un período de asistencialismo estatal en aspectos 

netamente sanitarios, es decir una atención primaria y prestación de servicios, especialmente a los 

menores de edad, a través de la vacunación; de otra parte, la misión preventiva para los adultos 

debía ser cubierta por cada uno de los usuarios, quienes debían costear sus servicios, o en caso de 

urgencia existían entidades religiosas que prestaban el servicio gratuito, fundamentalmente 

Gerardo Arenas mencionan como el ajuste jurídico de la salud ha sido determinado por períodos 

históricos así: a) dispersión (1945) en el que los procesos de salud se configuraban a nivel privado 

en el que no existía amparo jurídico para su ejecución, b) organización (1945-1967) en esta etapa 

se inicia el enfoque de la salud como derecho y como servicio, c) Expansión (1967-1977) se 

realizan las reformas al seguro social, se acrecientan los sistemas prepago, d) cambios (1977-1990) 

y e) Crisis en la que se establecen cambios estructurales como: la creación de la ley de seguridad 

social y la salud en la que se prendieron unificar los sistemas de salud. 

En efecto, en 1945, se creó la Caja Nacional de Previsión Social, entidad de la nación que 

atendía a los servidores públicos y en 1946 se creó el Instituto de Seguros Sociales, quien prestaba 

la atención médica a los particulares.  

La creación de tales entidades, fueron los primeros vestigios de una segregación social en 

la prestación de servicios públicos, pues dentro de los diferentes regímenes prestacionales por los 

que ha atravesado el país, es clara la posibilidad de acceso a la salud de aquellos que demostraran 

mayor poder adquisitivo. A partir de estas premisas, se desarrolla una amplia normatividad para 
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garantizar tal prestación, entre ellos: El Decreto 056 de 1975 el cual organiza el sistema nacional 

de salud, define el conjunto de organismos, instituciones, agencias y entidades que tengan como 

finalidad específica procurar la salud de los Colombianos, en los aspectos de promoción, 

protección, recuperación y rehabilitación; por otra parte la Ley 10 de 1990 reorganiza el Sistema 

Nacional de Salud y otorga facultades específicas al Ministerio de Salud, quien a su vez sirvió 

como base para que en el año 1993 se promulgara la Ley 100 la cual regula el régimen de seguridad 

social, no obstante para la entrada en vigencia de esta disposición normativa, es necesario precisar 

que Colombia atravesaba por grandes cambios políticos, sociales y culturales, los cuales sirvieron 

de impronta para evidenciar el Sistema de Salud que actualmente se ejerce en nuestro país, Tal 

como lo menciona Echeverry (2013) se configura una atmósfera de tensión en la que se representan 

tendencias con diferentes objetivos.  

No obstante, la normatividad en mención no fue suficiente para superar el déficit 

prestacional de atención en salud, por el que siempre ha atravesado Colombia, por ello y en igual 

sentido se profieren las Leyes 1122 de 2007, 1438 de 2011, 1751 de 2015, 1949 de 2019, todas 

orientadas con justicia a la protección de la salud como un derecho fundamental. 

Se determinan entonces, por antecedentes históricos, las relaciones existentes entre la 

evolución de la salud y la intervención de intereses económicos y políticos.  No obstante, se 

hace necesario señalar que el sistema de salud en Colombia, ha evolucionado conforme a los 

requerimientos históricamente mencionados y en atención a los lineamientos de los tratados y 

convenios internacionales en los cuales se reconoce el Derecho a la Salud como un derecho 

autónomo, el cual requiere de toda la atención estatal.  

De otra parte y conforme se empiezan a reclamar los Derechos por parte de los asociados, 

los cuales son amparados a través de los fallos de las Acciones Constitucionales, especialmente en 
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materia de salud, se denota un incumplimiento de las prestadoras de estos servicios, dando así, una 

no aplicación de las normas y de los fallos judiciales, así lo enuncia J. Cruet al retomar a Treves 

como “incompetencia de la norma o como lo refiere Bettinni sobre aquellos casos que permanecen 

en el papel”.  

Es por ello por lo que, dicha protección Constitucional ha perdido eficacia, pues no interesa 

a aquellos que prestan atención de la salud, incumplir una orden judicial y mucho menos temer a 

una sanción pecuniaria o a una pena de privación de la libertad de manera temporal, 

constituyéndose un caso de ineficacia de la norma no solo, la de un fallo judicial sino una norma 

Constitucional, sobre el particular Treves (s.f) atribuye la ineficacia de las normas a las deficiencias 

en los servicios e instrumentos que son los indicadores de la aplicación de las mismas. 

Sobre el particular, y si fuere posible un cambio en este dispositivo de protección para 

salvaguardar la salud y por ende la vida, se destacan determinados aspectos en el entorno social, 

así: el aspecto que este problema relieva de manera más preponderante es el de la confrontación 

Estado-sociedad civil. El Estado trata de dirimir esta confrontación subsumiendo la sociedad civil, 

a través de una uniformización ideológica impuesta por la violencia. Violencia real y violencia 

jurídica que se complementan dentro de una estrategia de Leviatán de dos Cabezas. (Giraldo, s.f).

 Esta violencia, en temas de Derechos fundamentales, no es otra cosa que la inoperatividad 

del Estado, para garantizar la protección de los mínimos que requiere todo ser humano, es por ello 

que si bien, se han creado mecanismos de amparo, conforme transcurre el tiempo, los mismos 

parecen olvidarse, perdiendo la ley su propio espíritu, requiriendo mayor esfuerzo por parte de los 

operadores de justicia no solamente de los Magistrados o jueces, sino de todos aquellos que prestan 

un servicio para garantizar la dignidad de los seres humanos, adoptando convenciones y tratados 
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internacionales los cuales son parte del reconocido bloque constitucional como esfuerzo para su 

protección. 
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Planteamiento del problema 

Los fallos de tutela en materia de salud, proferidos por las diferentes instancias judiciales 

presentan diferentes visiones dentro del Sistema de Seguridad Social, toda vez que se encuentran 

mediados por políticas públicas basadas en regímenes como son el contributivo, el subsidiado y el 

vinculado, así como con planes preferenciales, planes de medicina prepagada o prestaciones 

médicas preferencial, de acuerdo al empleador. 

Aunado a lo anterior, se evidencia la intervención del Estado en los procesos de salud 

quienes se encuentran involucrados en temas de corrupción, falta de calidad, ausencia de cobertura, 

entre otros los cuales hacen que la prestación del servicio de salud se dilate, no se realicen los 

seguimientos adecuados ni se efectúe la promoción afectando a los cotizantes, beneficiarios o 

vinculados, al someterlos a procesos innecesarios, negación de medicamentos y servicios o 

simplemente en atención tardía, situaciones que perjudican a quienes acceden al sistema general 

de salud. 

Por tal motivo, la Acción de tutela como mecanismo judicial privilegiado, con la 

promulgación de la Constitución de 1991, ha permitido que los Jueces y Magistrados a través de 

sus pronunciamientos, amparen derechos fundamentales a todos los asociados, especialmente 

tratándose del derecho a la salud. Pese a lo anterior, las EPS no dan cumplimiento a las órdenes 

impartidas incurriendo en constantes infracciones que ponen en riesgo la salud y consecuentemente 

la vida de los usuarios del Sistema. 

En consecuencia, el incumplimiento de los fallos de la acción de tutela, que exigen la 

obligatoriedad de su aplicabilidad, respecto del acatamiento de una orden judicial emitida por un 

Despacho Judicial, se representa jurídicamente como el incidente de desacato. Figura jurídica que 

ha sido objeto de análisis y de la cual considera López (2009) como un trámite adjunto a un juicio 



16 
 

LA INEFICACIA DE LA ACCION DE TUTELA EN EL ÁREA DE LA 

SALUD 

que no es resuelto junto con la litis principal pero que es de gran relevancia. No obstante, esta 

figura puede concluir con una sanción monetaria y/o con arresto, con la declaración de 

incumplimiento de una orden y con la improcedencia de la sanción.  

A partir de lo expuesto, la investigación pretende desarrollar argumentos en términos socio-

jurídicos que logren explicar este fenómeno de efectividad del sistema jurídico para generar 

confianza con el sistema de salud, lo cual se realizará bajo un esquema básicamente cualitativo. 

Pregunta problema 

¿Por qué algunos fallos de Tutela que protegen la Salud en Colombia se han vuelto 

ineficaces frente a su materialización, partiendo de las decisiones emitidas, por la Corte 

Constitucional en el marco de la carta política 1991 hasta la sentencia T-760 de 2008 y 

subsiguientes fallos? 

Hipótesis 

El derecho a la protección de la salud siendo un derecho esencial en Colombia, se ve 

menoscabado por las empresas que prestan el servicio de salud, debido a circunstancias como son 

la falta de oportunidad en dicha prestación, la negación de las autorizaciones de los medicamentos 

y procedimientos prescritos por el médico tratante, y el desconocimiento de manera arbitraria, actos 

protegidos por los pronunciamientos de la Corte Constitucional como guardiana de nuestra 

Constitución Política y los tratados internacionales ratificados por Colombia en la materia. Así las 

cosas, a pesar de existir un mecanismo protector, como lo es la tutela, de este derecho fundamental 

se torna ineficaz para lograr el amparo del mismo.   

De otra parte, el incidental de desacato al ser instituido para coaccionar que se cumplan los 

fallos resueltos en tutela, se convierten en procesos complejos debido a que se establecen 
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procedimientos que dilatan la protección inmediata que se requiere, se pierde de esta manera la 

esencia que caracteriza la acción constitucional que es la protección inmediata del derecho 

vulnerado. 

Objetivos  

Objetivo General 

Analizar la tensión existente entre la obligatoriedad de los fallos de tutela, teniendo como 

punto de partida las Sentencias proferidas por la Corte Constitucional desde 1992 hasta la sentencia  

T-760 del año 2008 y subsiguientes fallos y la ineficacia por incumplimiento del Sistema General 

de Seguridad Social en Salud en Colombia, ante el poder vinculante de la providencia judicial. 

Objetivos Específicos 

Estudiar el tratamiento que la Corte Constitucional ha tenido con relación a la 

materialización, del Derecho a la Salud, desde 1992 y hasta la sentencia T-760 del 2008, analizando 

su postura en los subsiguientes fallos.  

Establecer los factores existentes que llevan a hacer ineficaz la materialización de las tutelas 

emitidas por los Jueces en pro de la protección a la salud.  

Estudiar los medios de coacción que tienen los Jueces, para ejercer el cumplimiento de los 

fallos y los medios con los que cuenta la sociedad para disipar la ineficacia de la obligatoriedad de 

la Acción de tutela frente al tema de la Salud en Colombia. 

Análisis estadísticos de las acciones de tutela y de los incidentes de desacato presentados 

en Colombia desde 1992 y hasta el 2021 
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Justificación 

El reconocimiento de la salud como inherente a la humanidad dio la posibilidad de 

catalogarlo como uno de los derechos fundamentales del ser humano y es reconocido tanto por la 

Constitución del año 91 en los derechos de segunda generación, como en la OMS (Organización 

Mundial de la Salud) -, 1946, declaración de los Derechos Humanos en 1948 artículo 25 y el Pacto 

Internacional de derechos Económicos del año 96 (artículo 12).  

Por su parte, la Corte Constitucional, a través de su jurisprudencia, ha considerado la salud 

como un derecho íntegro e independiente, con aplicación directa para su amparo a través del 

ejercicio reconocido como tutela, y en concordancia con lo establecido por el actual sistema de 

salud, el cual fue organizado y estructurado desde de la expedición de las leyes 100 de 1993 y 1751 

de 2015.  

En contravía de la posición jurídica, las EPS evaden el deber de brindar la prestación 

oportuna del servicio a la salud, al desplegar con una serie de impedimentos de índole 

administrativa o presupuestal, de tal forma que impiden el acceso efectivo al servicio a la salud al 

que tienen derecho los ciudadanos.   

Si bien es cierto que nuestra Constitución Política, a través de su artículo 86 implementa la 

tutela como un dispositivo protector, cuya función principal es velar por el cumplimiento de los 

derechos fundamentales allí consagrados, dejando a un lado el legalismo y formalismo que 

caracterizaba nuestra cultura jurídica en el marco de un Estado de Derecho. A lo largo del tiempo, 

esta acción Constitucional, ha perdido tal eficacia, pues el trámite sancionatorio, ya sea pecuniario, 

privativo de la libertad o disciplinario no dispone de la celeridad y severidad que se requiere para 

evitar un perjuicio irremediable.   
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Marco teórico 

 

Nuestro marco teórico se establece a partir de la eficacia de la norma jurídica y el 

cumpliento de esta por parte de los actores sociales. “Tal como se plantea desde diversos puntos 

de la teoría del derecho, el estudio de la norma jurídica abarca las dimensiones de validez, eficacia 

y justicia. En efecto, frente a cualquier norma jurídica podemos plantearnos un triple orden de 

problemas: 1) si es justa o injusta;2) si es válida o inválida; 3) si es eficaz e ineficaz.” (Bobio, 2005. 

p 21). Tal como ya lo hemos señalado para establecer la ineficacia se hará una aproximación desde 

la jurisprudencia y las tensiones por el no cumplimento de las sentencias. 

Es por ello, que ubicamos el concepto de eficacia para establecer que, si bien existe esta 

acción constitucional de la tutela, fue necesario crear también la figura del desacato, las cuales 

están directamente relacionadas, pues no sería procedente iniciar un desacato si no existe un 

incumplimiento a un fallo judicial, toda vez que existe una “brecha entre el derecho escrito y la 

realidad” (García, 2009, p.16). 

Pues si bien, las acciones que se adelantan frente a un Despacho judicial, buscan la 

protección de los derechos de los asociados, la justiciabilidad nace con mecanismos que 

materialicen las decisiones emitidas por los jueces de la República y desde un aspecto del realismo 

jurídico, en algunas oportunidades no se logra la ejecución de los derechos.  

 

En la Teoría Jurídica, las acciones judiciales para la protección de los derechos sociales, 

hacen parte del Estado Social de Derecho; en el caso colombiano, la justiciabilidad vía 

Acción de Tutela nace con esa forma de Estado, la cual a su vez resulta del pacto social 

contenido en la Constitución Política. (Echeverry, 2013, p.45). 
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Particularmente, en relación con la protección de la salud, es importante indicar que el 

Estado al desconocer la obligación de cumplir con la prestación de éste servicio, afecta 

directamente la obligación de respeto a los asociados y por tal razón se acude a los mecanismos 

constitucionales permitidos para la protección del Derecho en estudio. 

Por consiguiente, se evidenciaron situaciones particulares que conducen al análisis del 

Derecho a la Salud, en los capítulos a desarrollar:  

El primer capítulo está orientado al análisis del Derecho a la salud, desde la protección 

histórica que ha tenido tal derecho fundamental en Colombia y especialmente, desde la expedición 

de la Carta Política de 1991, la cual consagra un mecanismo constitucional para el amparo y 

protección de los derechos fundamentales vulnerados, a través de la acción de tutela. 

Así mismo, se hace referencia a la fundamentación teórica internacional de éste derecho, 

que, a través de tratados y convenios internacionales, ratificados en Colombia, ingresan al 

ordenamiento legal colombiano, para la protección de los asociados. 

Terminando éste capítulo con la normatividad que regula el Sistema de Salud y haciendo 

un análisis jurisprudencial de la jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional de Colombia 

desde el año 1992 hasta la tutela T-760 de 2008. 

En el segundo capítulo, se describe el trámite del incidente de desacato, para lograr el 

efectivo cumplimiento del fallo de tutela, especialmente en el tema de salud, toda vez que el 

Derecho a la salud, deja de ser de segunda generación, para convertirse en un Derecho fundamental 

de primera generación. 

 Igualmente, se analiza el incidente de desacato, como el poder que tiene un juez de la 

República, para hacer cumplir una orden judicial, por medio de un juzgamiento coercitivo y 
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sancionador con el fin de lograr una efectiva protección a los derechos fundamentales y 

particularmente el derecho a la salud. 

 En el tercer capítulo, se analizarán las estadísticas emitidas tanto por el Consejo Superior 

de la Judicatura, así como las que lleva la Defensoría del pueblo, en relación con el tema enunciado 

y el resultado de la protección del derecho a la salud, especialmente después de la Sentencia T-760 

de 2018, que, aunque de tutela, lleva unos efectos de unificación en este tema de la salud.   
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Capítulo Primero 

1. La Salud como derecho fundamental en discusión 

La Carta Política de 1991, enuncia derechos fundamentales de primera, segunda y tercera 

generación, pero no es posible enunciar para la salud una categorización específica para referirse a 

un derecho fundamental directo, pues su estado físico, emocional y psicológico, está relacionado 

inherentemente a la vida, aspecto último que en debates de tratados y convenios internacionales es 

constantemente reiterado, es por lo anterior, que al solicitar la protección del derecho a la Salud, 

por vía tutelar, el Estado debe garantizar la protección, a efecto de evitar un perjuicio irremediable 

que afecte una persona. 

Por consiguiente, surge la preocupación del constante incumplimiento de órdenes judiciales 

en temas de tutela, los cuales vulneran el derecho fundamental a la salud y por ende a la vida.  

Es así, que el mecanismo idóneo e indicado para salvaguardar cualquier violación de los 

Derechos de carácter fundamental, es la Acción de Tutela, que a partir de la Constitución de 1991 

permite su presentación a través de procesos informales, en donde cualquier persona tenga acceso 

a la justicia, sin necesidad de contar con un apoderado especial, por consiguiente, a través de este 

mecanismo se puede presentar un trámite constitucional para que sea conocido, analizado y 

estudiado por un Despacho Judicial, Rubio (2011) por su parte hace mención al valor que presenta 

esta figura ante un estado en el que el derecho impedía el acceso a la justicia por ausencia de la 

informalidad, la cual se convertía en un obstáculo del estado social de derecho.   

Sobre esta base, el Juez competente, asume la acción de tutela sin los rigores jurídicos, 

estudia y según sea el caso concede o no accede al amparo de la misma, actuando como Juez 
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Constitucional, al respecto, Currea-Lugos (2003) reitera la competencia que asiste a los 

constituyentes de la protección que sobre ellos recae y por ende la efectividad que los mismos 

deben asumir.   

Lastimosamente, y aunque lo dispone la normativa nacional, los administradores y aquellas 

entidades que prestan servicios de salud incumplen los fallos de este tipo de trámites, entre ellos la 

disposición resolutiva del decreto 2591 del año 1991 en el que se dispone el carácter obligatorio de 

resolver las solicitudes por un término no mayor a las 48 horas siguientes a la notificación de los 

fallos.  

Por otra parte, siendo la Constitución garante de los derechos fundamentales plasmado en 

su artículo 86, y notificada la determinación del juez del cumplimiento ante la vulneración y 

violación de los derechos, debería existir cumplimiento inmediato de tal forma que como lo ha 

manifestado la Corte Constitucional el procedimiento de tutela agiliza la efectividad en tanto debe 

existir la eficacia inmediata del debido proceso en la aplicación y subsanación en el que incurren 

los servicios de salud, en caso contrario, como bien lo menciona López (2009), su incumplimiento 

se convierte entonces en un quebrantamiento jurídico tal como afirman las sentencias que han sido 

tránsito a cosa juzgada.  

Conforme a lo enunciado, es necesario indicar, que las decisiones en fallos de tutela, 

particularmente en materia de salud, han perdido obligatoriedad por cuanto los sujetos responsables 

de la asistencia de los servicios de salud ignoran, sin justificación alguna, la orden impartida por 

un Juez y es por ello que, anota López (2009) cómo en caso de incumplimiento de sentencia 

proferida es el juez quien prosigue con la competencia hasta tanto no se restablezcan los derechos, 

acto establecido en el Decreto 2591 del año 1991. De otra parte, en el mismo decreto, en caso de 
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persistir en la vulneración y en la negativa de restablecimiento de los derechos se da la posibilidad 

de trámite incidental de desacato tema que se tratará en otro ítem de este trabajo de investigación.  

1.1. Fundamentación teórica 

Es reconocida en Colombia, la tutela, como un recurso de protección de los Derechos 

Humanos que resguarda los derechos fundamentales presentes en la Constitución Política. Con la 

Constitución de 1991 se implementa el Estado Social de Derecho en donde se establece el principio 

de constitucionalidad y con ello se plasman los derechos, libertades de los individuos fortalecidos 

a la vez con el avance jurídico y jurisprudencial los cuales se han encargado de dar paso, como lo 

menciona Castillo (2009) al acercamiento de los ciudadanos hacia la justicia. Recuérdese que con 

anterioridad a esta constitución jurídicamente el ciudadano no tenía el acceso directo a mecanismos 

que le permitieran resultados eficaces. 

Es importante entonces, resaltar la evolución del derecho constitucional especialmente en 

los modelos procesales y la participación de los ciudadanos en el ordenamiento jurídico, en especial 

es preciso resaltar la inclusión de la acción de tutela en el proceso jurídico colombiano. 

Ahora bien, el intento constitucional de dicha acción pretende que los accionantes judiciales 

no vulneren o que impidan dicha vulneración de los derechos fundamentales de tal forma que exista 

un equilibrio social que como dice Castillo (2009) desincentive conductas arbitrarias a los derechos 

fundamentales con el fin del restablecimiento en caso de la existencia de dicha vulneración. 

Sin duda alguna, la tutela expuesta en el artículo 86 de la Constitución dispone la posibilidad 

de reclamación ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de manera inmediata 

de sus derechos fundamentales si llegaren a ser vulnerados o amenazados sea por acción u omisión 

de cualquier tipo de autoridad. 
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Este mecanismo preferente da la posibilidad de interponerlo personalmente o por quien 

actúe en nombre del afectado, su fallo quien debe ser de inmediato cumplimiento puede ser 

impugnado ante juez competente quien remitirá a la Corte Constitucional para su revisión en caso 

de ser necesario. 

De otra parte, el artículo precisa que dicha acción es procedente solamente cuando la 

persona afectada no disponga de otro mecanismo de defensa salvo cuando se utilice como medio 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

En cuanto al tiempo que debe transcurrir entre la solicitud y la resolución de la misma no 

debe exceder los diez días, por su parte la procedencia ante particulares encargados de prestaciones 

de servicios públicos o de conductas que afecten el interés colectivo o de quienes se hallen 

subordinados o en indefensión serán establecidos por la ley. 

De acuerdo con estos planteamientos se puede deducir que cualquier ciudadano puede 

acceder a la justicia por este mecanismo en pro de la protección a la vulneración de sus derechos, 

de igual forma es de resaltar la celeridad de respuesta para dar solución y cumplimiento a las 

solicitudes de los ciudadanos. Este principio que está inminente en la tutela, se establece bajo el 

carácter preventivo con la que se busca detener en el menor tiempo posible el daño, sus términos 

son cortos con el fin de proporcionar la seguridad jurídica que requieren los accionantes con el 

respeto al debido proceso con la respuesta oportuna de las peticiones realizadas. 

El carácter constitucional del mecanismo es reforzado por normativa como es el Decreto 

2591 de 1991 con el cual se reglamenta la acción de tutela, este decreto indica el procedimiento, 

competencia, procedencia y sanciones que conlleva esta figura en diferentes áreas del derecho 

(penal, civil, laboral, etc.). 
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En efecto en este decreto se incluye dentro de su conceptualización el término “perjuicio 

irremediable” como parte del afianzamiento de la Carta Política en la que se expresa que su uso es 

procedente solamente por la inexistencia de otros mecanismos y por impedir un perjuicio 

irreparable. No obstante, en concomitancia, el Decreto 306 del año 1992 el cual reglamenta el 2591, 

define el término como el perjuicio que solo puede ser reparado por una indemnización. 

Cabe considerar que la Corte Constitucional también emite sus conceptos para la definición 

de los alcances, características dentro del ordenamiento colombiano, expresa que la acción de tutela 

se concibe para dar solución a situaciones de hecho en las cuales el sistema judicial no tiene ningún 

otro tipo de mecanismo que salvaguarde, ante la justicia, la protección a la violación de los derechos 

de los ciudadanos. 

Bajo estos preceptos, se puede afirmar que es la tutela: a) una acción pública en la que el 

ciudadano puede impetrar la solicitud de protección a su derecho sin mediación inmediata de 

abogado, a diferencia de otras acciones que sí lo requieren, es decir dicha acción permite la solicitud 

directa del ciudadano para la protección de sus derechos., b) es fundamental en la medida que se 

reconoce como acción para protección de cualquier derecho fundamental lo cual permite reafirmar 

el Estado Social de Derecho que implementa la política del Estado, c) informal, ya que no requiere 

de formatos estructurados para elaborar la solicitud siempre y cuando se indiquen claramente los 

hechos y las pruebas que fundamenten la violación, y d) de carácter subsidiario, ya que cualquier 

ciudadano puede acceder al mecanismo bajo el entendido de que no existe, para la defensa del 

derecho fundamental, otro mecanismo que posibilite su defensa judicial. 

Ante estas características la Corte Constitucional (1994) menciona el carácter excepcional 

y sumario del mecanismo en la que es imposible instaurar el rigor jurídico en la que su 
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admisibilidad y trámite fueran ocasionales para la definición de presupuestos procesales ya que la 

tutela no pretende establecer la litis sino la protección oportuna en caso de lesión o amenaza a los 

derechos fundamentales. 

Por consiguiente, resalta el derecho constitucional prevalente en aspectos sustanciales sobre 

los formales, partiendo de la premisa que la justicia debe implementar herramientas sencillas, 

prácticas de tal forma que puedan acceder los individuos sujetos a derechos en concordancia con 

preceptos normativos y por supuesto constitucionales. 

Debe señalarse que a pesar de la facilidad de la interposición de la tutela se requiere también 

del compromiso de los entes jurídicos en el análisis del caso concreto y las circunstancias 

específicas para la salvaguarda de los ciudadanos. Responsabilidad que asumen los jueces al 

valorar la aceptación o no de la interposición en tanto es posible la existencia de otro mecanismo 

para el resguardo de sus derechos. 

En todo caso, en la práctica, la tutela ampara todos los derechos fundamentales y aquellos 

derechos que guardan relación con otros de carácter fundamental, en tanto no es procedente para 

aquellos derechos denominados por la relatoría de la Corte Constitucional (2006) como de “rango 

legal o infralegal” o para la resolución de aspectos económicos. 

Se puede concluir que la tutela y su enfoque constitucionalista cuentan con un desarrollo 

normativo reforzado con los fallos jurisprudenciales, especialmente de la Corte Constitucional. 

1.2. Fundamentación teórica internacional a los derechos de la salud  

En este apartado se tienen en cuenta los diferentes pronunciamientos internacionales 

(políticos, normativos y organizacionales) y sus distintos efectos que sobre aspectos de la salud 
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influyen en el ordenamiento jurídico de Colombia en lo atinente a los factores de promoción y 

garantía de su goce. 

En primer lugar, es importante mencionar el reconocimiento de la salud, a nivel mundial, 

como un derecho fundamental de tal forma que los ordenamientos jurídicos de los estados plantean 

diferentes dispositivos como alianzas, programas, liderazgos (entre otros) a nivel constitucional 

con el fin de garantizar al máximo. Una de las entidades que implementa la protección y garantía 

de derechos a la salud es la Organización Mundial de la Salud, en adelante OMS, sujeto 

internacional encargado de gestionar políticas de promoción, intervención y prevención de la salud. 

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, quien 

tiene relación con los Derechos Humanos retomó como premisa primordial los derechos de 

segunda generación entre los que se encuentra el derecho a la seguridad social y a la salud, este 

pacto ratificado por Colombia el 29 de octubre de 1969 consagra en su artículo 12 el 

reconocimiento del disfrute de la salud física y mental y su plena efectividad de este derecho.  

Como anotó la Organización de Naciones Unidas (1996) se busca reducir aspectos como 

son la mortalidad infantil, el sano desarrollo de niños y niñas, mejorar la higiene de medio ambiente 

y del trabajo, prevenir y tratar enfermedades epidémicas y crear nuevas condiciones para la 

asistencia médica en casos de enfermedad, entre otros.   

En consecuencia, se presenta el acondicionamiento de estas concepciones por diferentes 

teorías doctrinarias para la fundamentación constitucional y los ordenamientos jurídicos en general. 

El obligatorio cumplimiento de estas acciones y obligaciones por parte de los Estados, están dadas 

desde la firma en la que se ratifica el Pacto, bajo estos parámetros, se instituyen las reglas de 

cumplimiento que determinan la forma de brindar las condiciones necesarias para el disfrute del 

derecho a la salud. Así pues, este proceso histórico es un instrumento internacional de gran valor 
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incluso con los debates entre los derechos de primera y segunda generación, extensiva también 

para el derecho a la salud y su pertinencia a las generaciones mencionadas anteriormente. 

A partir de estas consideraciones se ha adecuado la legislación interna del país con el fin de 

evitar detrimentos en aspectos básicos de la dignidad humana como es el derecho a la salud. 

En el año 2000 surgió la Observación General 14 del Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales del Pacto (2000), la cual instaura el derecho a la salud como libertad y 

derecho; con la primera se caracteriza el derecho al control de salud y del cuerpo los cuales implican 

la libertad sexual y de generación, los tratamientos médicos consensuados, el derecho al no 

padecimiento de injerencias , no obstante los derechos hacen referencia a la protección de la salud 

en tanto se brinden igualdad en oportunidades para el disfrute de un alto nivel en salud.  

De esta forma, se evidencian dos vías en la comprensión del derecho a la salud, una en el 

marco de las libertades en las que existe el libre albedrío de hacer el goce de la salud como derecho, 

en ella priman las propias decisiones, la otra en la que la salud es concebida como un derecho en 

el que se consagra la garantía del cumplimiento a partir de diferentes políticas a través de programas 

y oportunidades hacia la población, ambos casos son complementarios funcionando de manera 

transversal.   

Sin embargo, la materialización de los presupuestos internacionales, presentan gran 

complejidad, debido a los diferentes factores que se presentan en la aplicación de los programas de 

gobierno, elementos como son la corrupción, los intereses económicos y los conflictos armados 

interfieren directamente en la proporción de la garantía de tal forma que terminan violando los 

derechos de manera sistemática.  

En efecto, se demuestra así la importancia de realizar los balances con los informes los 

cuales indican el cumplimiento de las obligaciones que han sido pactadas en las ratificaciones 
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internacionales. Así, en el Informe de Paul Hunt (2006), acerca de la salud física y mental se define 

como un sistema eficaz integrado por la atención a la salud y a sus subyacentes, los cuales 

responden tanto a prioridades accesibles a nivel nacional y local.  

En ese orden, se destaca en este informe la importancia de la aplicación de las diferentes 

disposiciones legislativas en donde sea necesaria la integración de sistemas sostenibles eficaces del 

disfrute de la salud como derecho en el que se brinde una cobertura global y de manera integral. 

De igual forma, se encuentra el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos “Protocolo de San Salvador” (1988), el cual en su artículo 10 reafirma el derecho a las 

salud física, mental y social para todas las personas como un bien público en el que se adopten la 

atención primaria, el uso general de los beneficios en los servicios de salud, prevención de 

enfermedades, inmunización de enfermedades infecciosas, educación sobre prevención y 

tratamiento, atención a grupos de alto riesgo entre otros.  

Es de observar, que este Protocolo además de retomar los lineamientos del Pacto adiciona 

elementos básicos para la realidad de pobreza latinoamericana, así se faculta a la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos quien decide sobre casos contenciosos de incumplimiento 

por parte del Estado frente a la garantía del derecho a la salud. En tanto a la progresividad de estos 

derechos son cobijados por el artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos  

Dicho artículo señala que es deber de los Estados acoger los fallos interna e 

internacionalmente con el fin de garantizar la aplicación efectiva del desarrollo normativo presente 

en la Carta de la OEA, respaldada como hace mención Robles (2016) con carácter vinculante 

mediante el Bloque Constitucional. No obstante, es importante tener en cuenta el avance obtenido 

de los fallos internacionales ya que se convierten en precedentes jurisprudenciales de obligatorio 

cumplimiento situaciones que han sido de análisis por parte de la mesa de trabajo de Bogotá sobre 
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desplazamiento interno (2005) en donde se consideraba la salud como un derecho de prestación el 

cual requería de legislación que permitiera su operatividad y la destinación de recursos que 

posibilitan su funcionamiento. 

Claramente, la situación de la salud se tornaba precaria, especialmente en poblaciones 

especialmente aquellas que se encontraban en calidad de desplazados de manera forzada. La 

afectación de dichas personas por el incumplimiento estatal evidencia la violación a sus derechos 

fundamentales. 

Se puede concluir en este apartado el gran valor en tanto existe un avance constitucional en 

tema tan delicado acerca de los mecanismos internacionales y nacionales para la protección a la 

salud, sin embargo, es claro también, que aún existen muchos vacíos que deben ser superados frente 

a cumplir con los derechos señalados en la Constitución. 

1.3. Normativa colombiana en el tema de la salud. 

En Colombia existe una dinámica suficientemente amplia en tanto su desarrollo legal y 

jurisprudencial sobre la salud. En este apartado se tienen en cuenta aquellas normas que son lo 

suficientemente relevantes acerca de la salud como derecho, de esta forma se inicia retomando la 

norma base, Ley 100 de 1993 con referencia específica del libro segundo de dicha ley.  

La Ley 100 del año 1993 es entonces quien reglamenta el sistema general de seguridad 

social en salud en Colombia, señala sus directrices, organización, funcionamiento, dirige las 

normas administrativas, financieras, obligaciones y control de su aplicación. En tanto los objetivos 

se ciñen a la regulación del servicio público esencial y la creación de las posibles condiciones para 

el acceso al servicio en diferentes niveles de atención. 
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A pesar de los diferentes tipos de modificaciones, inexequibilidades y derogaciones la ley 

100 continúa siendo el modelo del sistema de salud, seguido por su decreto reglamentario 2150 del 

año 1995, con el cual se supervisa, vigila y controla tanto el Gobierno Nacional como el Ministerio 

de Salud quienes son los encargados de mediatizar las políticas públicas, planes y programas en 

pro de la salud de los ciudadanos del país. 

El desarrollo del decreto hace referencia a las entidades que tienen a cargo el sistema, la 

función pública que surge a partir de las políticas públicas promocionadas en los diferentes 

territorios del país. Cabe destacar que, se facilita a las Entidades Promotoras de Salud, EPS, la 

facultad de prestación de servicio como entidad privada. 

De igual forma, la Ley 715 del año 2001, despliega la armonización de los planes de salud 

y el desarrollo universal que existe acerca de la seguridad social frente a la doctrina que sobre el 

tema existe. En este aspecto la norma indica que desde el año 2000, todos los habitantes deben 

recibir el Plan Obligatorio de Salud, POS, tal como lo registra el artículo 162 de la norma en 

mención, así todo colombiano debe estar vinculado ya sea al régimen subsidiado o contributivo.  

Por su parte, la ley 1122 de 2007, crea el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, 

el cual se encuentra adscrito al Ministerio de Salud, como órgano de dirección del sistema general 

de seguridad social en salud. Esta ley determina aspectos directivo y organizativo del sistema y 

promulgar disposiciones sobre su aplicación. 

Posteriormente se expide la Ley 1753 del 2015, quien establece la cobertura familiar así: 

beneficiarios los cuales corresponden al cónyuge y/o compañero permanente de la persona afiliada, 

hijos hasta los 18 años que dependan económicamente de los padres, hijos incapaces mayores de 

edad, hijos de hasta 25 años que se encuentren cursando estudios y que sean dependientes 
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económicamente del afiliado, en ausencia de ellos podrán ser beneficiarios los padres no 

pensionados y que dependan económicamente del afiliado. 

La Ley 1753 enuncia los planes de desarrollo que se presentan en el período 2014-2018 los 

cuales presentan algunos cambios en cuanto a la cobertura familiar que no tenían referencia en la 

anteriormente estudiada Ley 100.  

Finalmente, Ley Estatutaria 1751 del 2015, garantiza, regula y establece, como derecho 

fundamental la salud, mecanismos de protección que se evidencian en su artículo 20.  

Dicho artículo manifiesta la autonomía e irrenunciabilidad de este derecho, hace referencia 

a la oportunidad y eficacia del acceso al servicio, la calidad, el mejoramiento y la promoción de la 

salud, la igualdad de trato, al igual que las políticas de prevención, promoción, diagnóstico, el 

tratamiento, rehabilitación, mitigación al que tienen derecho todas las personas.  

De esta forma se evidencia en la normativa el apoyo que el régimen jurídico presenta para 

volver efectivo el goce de la salud como derecho fundamental, bajo las directrices constitucionales 

y la realidad en los procesos que requieren del acceso por parte de los usuarios. 

Por otra parte, la salubridad como otro tema que requiere de análisis siendo elemento de 

orden público por temas de salubridad, también se manifiesta la obligatoriedad por parte del Estado, 

en aspectos como el saneamiento básico, agua potable, pavimentación, tratamiento de aguas 

residuales que menciona Pimienta-Romero (20149 son elementos que también son deficientes, 

situaciones que alteran la calidad de vida de los habitantes. 

1.4. Análisis jurisprudencial 

La Corte Constitucional, en múltiples fallos jurisprudenciales, ampara el Derecho 

fundamental a la salud, desde diversos aspectos a saber: i) desde el derecho a la vida, la integridad 
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personal y la dignidad humana; ii) sujetos de protección Estatal y iii) y el Derecho a la salud 

existente en el Capítulo II de los Derechos Sociales, Económicos y Culturales, no obstante y pese 

a los lineamientos proporcionados a través de la Constitución, la Jurisprudencia y la doctrina, este 

derecho fundamental continúa siendo vulnerado, por las personas jurídicas privadas o públicas, que 

ofrecen la prestación de estos bienes y servicios. 

Es por ello, que desde la sentencia T-406 del año 1992 (sentencia fundadora de línea), la 

Corte Constitucional se ha encargado de estudiar la protección real y efectiva del Derecho a la 

salud. 

Por consiguiente, y, partiendo de la técnica de investigación de línea jurisprudencial 

denominada punto arquimédico de apoyo, se analizarán las sentencias de la Corte 

Constitucional, en las cuáles se ha referido a la Salud, teniendo en cuenta que el concepto 

de Derecho fundamental a la salud, nace de la jurisprudencia emitida por ésta alta Corte, 

por consiguiente, es de relevancia conocer la postura en relación con este tema, para lo cual 

se reseñaron las sentencias de mayor importancia. 
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Tabla 1. 

Línea Jurisprudencial años 90.  
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(CC, T-406/92, 1992; CC, T-484/92, 1992; CC. T-452/92, 1992; T-499/92, 1992; T-548/92, 1992; T-571/92, 1992; 

CC, T613/92, 1992; CC, T-472/93, 1993; CC, T-491/92, 1992; CC, T-494/93, 1993; CC, T-571/92, 1992; CC, 

597/93, 1993; CC, T-068/94, 1994; CC, T-174/94, 1994; CC, T-576/94, 1994; CC, T-271/95, 1995; CC, T-409/95, 

1995; CC, SU-11/97, 1997; CC, SU-480/97, 1997; CC, SU-039/98, 1998; CC, T-236/98, 1998; CC, T-260/98, 1998; 

CC, T395/98, 1998; CC, T-489/98, 1998; CC, T-645/98, 1998; CC, T732/98, 1998; CC, T-757/98, 1998; CC, T-

926/99, 1999; CC, T-975/99, 1999) 

 

 Durante la década de los años 90, al hablar del derecho fundamental de salud, se hacía 

referencia especialmente a la vida, cuyo derecho sí se encuentra señalado en la Constitución 

política de 1991, de manera expresa particularmente en su artículo 11  y es así que, una vez la 

Corte Constitucional profiere sus primeras sentencias, el tema de la salud fue uno de aquellos 

derechos que se venían vulnerando en la población colombiana. 

 No obstante, sus pronunciamientos, entre 1992 y 1998, fueron orientados a observar el 

tema del Derecho a la Salud en conexidad con la vida, toda vez que éste derecho, se encuentra  

señalado en el capítulo 2, de los derechos económicos, sociales y culturales, de la Carta Política y 

por ende, la prestación del servicio de salud, tenía una carga prestacional que no podría tratarse 

de manera directa como un derecho de primera generación. 

 Así las cosas, dentro los pronunciamientos de la Corte Constitucional, se evidencia la 

protección, pero siempre enmarcada en los aspectos económicos y orientada especialmente al 

planteamiento de políticas públicas y planes de desarrollo que, permitieran garantizar la 

prestación eficaz y eficiente, para suplir las necesidades de los colombianos en materia de la 

dignidad humana y por consiguiente en una prestación del servicio de salud orientada a la 

atención inmediata de la población. 
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 Se puede enunciar que los primeros pronunciamientos de la Corte Constitucional, 

sirvieron de antesala para que mediante la Ley 100 de 1993, se regulara el tema de la salud dentro 

del Sistema General de Seguridad Social, el cual reglamenta las políticas de salud en Colombia. 

 Dentro de la línea jurisprudencial señalada, se hará referencia a la década de los años 

2000, hasta la T-760 de 2008, que reconoce el Derecho a la salud como autónomo, en los 

siguientes pronunciamientos:  

Tabla 2. 

Línea Jurisprudencial años 2000. 
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(CC, T-150/00, 2000; CC, T-1036/00, 2000; CC, C-1165/00, 2000; CC, T-1120/00, 2000; CC, T-1204/00, 2000; CC, 

T-389/01, 2001; CC, T-564/01, 2001; CC, T-636/01, 2001; CC, T-1081/02, 21001; CC, C-791/02, 2002; CC, T-

134/02, 2002; CC, T-219/02, 2002; CC, T-329/02, 2002; CC, T-434/02, 2002; CC, T-723/02, 2002; CC, T-775/02, 

2002; CC, T-799/02, 2002; CC, T-956/02, 2002; CC, T-1060/02, 2002; CC, T-002/03, 2003; CC, T-018/03, 2003; 

CC, T-046/03, 2003; CC, T-061/03, 2003; CC, T-062/03, 2003; CC, T-202/03, 2003; CC, T-1048/03, 2033; CC,T-

1050/03, 2003; CC, T-007/04; 2004; CC, T-036/04T-036/04, 2004; CC, T-211/04, 2004; CC, T-338/04, 2004; CC, 

T-739/04, 2004; CC, T-538/04, 2004; CC, T-945/04, 2004; CC, T-975/04, 2004; CC, 1020/04, 2004; CC, T-1037/04, 

2004; CC, T-1074/04, 2004; CC, T-1076/04, 2004; CC, T-1097/04, 2004; CC, T-1204/04, 2004; CC, T-086/05, 

2005; CC, T-117/05, 2005; CC, T-139/05, 2005; CC, T-227/05, 2005; CC, T-308/05, 2005; CC, T-322/05, 2005; 

CC, T-412/05, 2005; CC, T-912/05, 2005; CC, T-1313/05, 2005; CC, T-1328/05, 2005; CC, T-1330/05, 2005; CC, 

T-1331/05, 2005; CC, T-265/06, 2006; CC, T-305/06, 2006; CC, T-308/06, 2006; CC, T-330/06, 2006; CC, T-

362/06, 2006; CC, T-514/06, 2006; CC, T-514/06, 2006; CC, T-527/06, 2006; CC, T-562/06, 2006; CC, T-566/06, 

2006; CC, T-617/06, 2006; CC, T-672/06, 2006; CC, T-837/06, 2006; CC, T-846/06, 2006; CC, T-852/06, 2006; 

CC, T-984/06, 2006; CC, T-060/07, 2007; CC, T-102/07, 2007; CC, T-261/07, 2007; CC,T-361/07, 2007; CC, T-

515/07, 2007; CC, T-515/07, 2007; CC, T-524/07, 2007; T-561/07, 2007; CC, T-601/08, 2008) 
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Así las cosas, el alcance constitucional de la salud como derecho autónomo, ha sido 

analizado por la Corte Constitucional, desde diversos aspectos sociales, culturales e históricos, 

exaltando conforme quedó enunciado en las características de la acción de tutela, que la protección 

es inherente, por cuanto, de la salud de los seres humanos, depende la propia vida, entendiendo 

como la salud, el goce pleno de la vida de las personas, es por ello que previo a la Sentencia T-760 

de 2008, se hablaba de conexidad entre la salud y la vida. 

Sobre este particular se hace necesario precisar que dentro del texto normativo 

constitucional, conforme se tenía establecido en la Constitución de 1886, la salud, se manejaba 

desde un contexto de asistencia pública, pero con la Carta Política de 1991, la salud se analizó 

desde dos aspectos: i) servicio público y ii) como derecho, y a partir de esta observancia la Corte 

Constitucional, analizó el alcance de la prestación de este servicio, desde diferentes necesidades 

sociales, a saber: a) la salud para proteger la vida, dicho análisis se efectúa toda vez que para vivir 

dignamente se debe tener pleno goce de la disposición física, psicológica y mental; b) la integridad 

personal, por cuanto, todo ser humano tiene derecho al cuidado y la preservación de su salud, 

salvaguardando tanto los aspectos físicos, emocionales y mentales, para lograr su desarrollo dentro 

de la sociedad y poder interactuar con sus semejantes, por ello la Corte Constitucional ha resaltado 

la garantía en la protección a la integridad de las personas, pues en el entorno socio-cultural, el ser 

humano debe propender por un desarrollo emocional, efectivo e intercultural, salvaguardado la 

vida y consecuentemente su salud; c) la dignidad humana, teniendo en cuenta, que nadie puede ser 

sometido a ninguna clase de dolor o tortura, si bien la Corte Constitucional al estudiar este aspecto 

en la múltiples sentencia proferidas, se ha referido a la dignidad humana a partir de diferentes 

puntos de vista, entre los que se puede enunciar, no ser sometido a tratos crueles (aspectos penales, 

aspectos familiares, aspectos de políticas públicas), pero en relación con la salud, la dignidad está 
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orientada, en que las personas no deben soportar un dolor que le impida alcanzar un goce pleno de 

su existencia, por consiguiente la dignidad humana se traduce en condiciones de salud favorables 

que salvaguarden la existencia del ser humano; d) la vida de los sujetos de especial protección por 

parte del Estado, son: los niños, las niñas, los adolescentes, los adultos mayores y las personas en 

condición de discapacidad, quienes por sus cualidades y calidades, requieren de una atención 

oportuna, consecuente y permanente para que alcance el goce pleno de su existencia y de esta forma 

amparar el derecho a la salud, igualmente dando cumplimiento a los tratados y convenios 

internacionales referidos a este tipo de población. 

Sobre estos aspectos, se reafirman las bases del principio de progresividad y no regresión, 

el cual lleva inmersa la finalidad que los derechos fundamentales deben ampararse de manera 

gradual, teniendo en cuenta las políticas públicas y económicas que se definan dentro del Estado 

Colombiano, por ello, el desarrollo gradual, sucesivo, paulatino y crecientemente para la plena 

efectividad del servicio de salud, está sujeto a las condiciones de tiempo, modo y lugar, y poder 

tener una prestación eficaz, eficiente y con la oportunidad que se requiere para quienes acceden a 

tal servicio. En tal sentido en anotación de la relatoría Corte Constitucional (2012), se interpreta el 

principio de progresividad bajo los criterios de facultad del juez con el fin de eliminar y corregir 

las desigualdades sociales estimulando así los sectores deprimidos para así lograr un equilibrio 

social  

1.4.1. Principio de progresividad 

El principio de progresividad debe entenderse como aquel mediante el cual, el Estado debe 

adoptar mecanismos para lograr superar barreras y que la prestación de los servicios se transforme 

de manera eficaz, en consecuencia, es inseparable la no regresividad, respecto de la cual, la Corte 
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Constitucional ha enunciado que de acuerdo al test de constitucionalidad, se deben tener en cuenta 

elementos como son la : regresividad, la afectación de los intangibles de los derechos sociales y el 

análisis de la justificación, es decir que una vez se ha logrado la protección del derecho 

fundamental, este debe ser protegido y se deben propender todos los mecanismos necesarios para 

no retroceder en relación con el amparo, toda vez que al tener disposiciones normativas 

particulares, esto es leyes y decretos, emitidos por el legislativo, se deben garantizar las políticas a 

desarrollar que permitan la protección plena, por tal razón dentro de los planes de desarrollo se 

tienen en cuenta las disposiciones presupuestales requeridas a efecto de la no vulneración de 

derechos fundamentales, específicamente en temas sensibles como lo es la salud. 

No obstante, desde la Ley 100 de 1993, este tema, se ha convertido en un inconveniente 

dentro de los planes de gobierno, especialmente en los aspectos presupuestal y económico, debido 

a los malos manejos dados en los recursos de salud, generando incertidumbre a los asociados. 

Cabe anotar que tanto la progresividad y no regresividad, son indispensable para el derecho 

fundamental en estudio, el cual debe ser amparado para todos los habitantes del país sin distinción 

de clase social, raza, sexo, orientación política y credo entre otras. 

Dentro del ordenamiento legal colombiano, y especialmente con la Constitución de 1991, 

se vienen amparando derechos fundamentales, por consiguiente, una vez se logra la protección de 

tales derechos, nace el principio de progresividad y dentro de esta categoría de principio, se hace 

necesario tener en cuenta lo enunciado por R. Alexi (2014) quien afirma que los principios no 

contienen mandatos definitivos en la medida en que las razones de unas pueden ser desplazados 

por las opuestas, en tal caso propone tener en cuenta tanto las razones jurídicas como las fácticas. 
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De igual forma, los convenios y tratados internacionales se han referido en torno a la 

progresividad, en este aspecto la Convención Americana sobre el particular indica que existe la 

obligación de buscar la efectividad inmediata en la protección de los derechos 

Por consiguiente, el principio de progresividad debe avalar la protección de los Derechos 

Humanos y en tal virtud, los derechos fundamentales, en especial la protección a a la Salud, como 

esencial al ser humano, el cual a través de tiempo viene siendo reiterativamente vulnerado, 

generando en los asociados dificultades de acceso y atención arriesgan la vida de las personas en 

nuestro país. 

Sobre este principio de progresividad la Corte Constitucional se ha manifestado en 

diferentes sentencias entre las que se señalan las siguientes T-177 de 1999 (M.P. Carlos Gaviria 

Díaz); T-840 de 1999 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz); C-671 de 2002, T-772 de 2003 (M.P. 

Manuel José Cepeda); T-585 de 2008, C-727 de 2009 (M.P. María Victoria Calle), C-536 de 2012, 

C-503 de 2014, C-767 de 2014, C-492 de 2015, C-493 de 2015, C-593 de 2015 y sobre este 

principio el Consejo de Estado igualmente ha manifestado su posición en Sección Segunda la 

Sentencia de Unificación 01541( 2016), que en resumidas cuentas enuncia como el principio de 

progresividad se refiere al reconocer prestaciones de acuerdo con los derechos sociales 

prestacionales, sin que se excuse el incumplimiento de la obligación estatal del aseguramiento de 

coberturas universales de estos derechos 

1.4.2. No regresión 

Cuando se hace referencia la no regresión, se debe analizar a partir de las políticas públicas 

y de la obligación que tiene el Estado de proveer garantías a la protección de los derechos 

fundamentales, sin tener que retroceder en aspectos presupuestales, sociales, económicos y 
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culturales, que garanticen la efectiva protección de un derecho amparado, es por ello que la no 

regresión, se convierte en el deber de los poderes públicos no solamente el poder legislativo, sino 

en el nivel Ejecutivo y por supuesto en el poder judicial, toda vez que no se puede retroceder en las 

normas y disposiciones adoptadas para garantizar la protección eficaz y eficiente de un Derecho 

Fundamental. 

Bajo esta perspectiva, se debe analizar la estructura de las normas constitucionales, las 

cuales están dispuestas a través de principios, reglas, normas y valores, para profundizar en el 

estudio del principio de no regresión, el cual, conforme al Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales ratificado por Colombia, dispone en principio salvaguardar la 

progresividad, esto es, que una vez alcanzado un derecho no se puede desconocer por ningún 

motivo el amparo del mismo. 

Conforme a lo anterior, la Corte Constitucional, ha estudiado el Test de Progresividad y no 

regresión, en primer momento desde la protección de los Derechos económicos, sociales y 

culturales, específicamente el derecho al trabajo, pero conforme a su desarrollo, ha permeado, los 

diferentes derechos fundamentales, orientados a la protección de la dignidad humana, por ello en 

múltiples sentencias, se ha referido en relación al principio de progresividad y no regresión en 

materia de salud, la cual se analizará, partiendo de la técnica de investigación de línea 

jurisprudencial denominada punto arquimédico de apoyo, para lo cual se reseñaron las Sentencia 

de mayor importancia. 
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Tabla 2. 

Línea jurisprudencial acerca de la progresividad y no regresión. 
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(CC, C-251/97, 1997; CC, C-038/04, 2004; CC, C-1141/08, 2008; CC, C-1141708, 2008; CC, C-228/11, 2011; CC, 

C-115/17, 2017). 

 

Ahora bien, el Derecho fundamental a la Salud conforme quedó enunciado en línea 

jurisprudencial (Derecho a la Salud), ha logrado protección paulatina, para acceder al servicio y 

propender por la vida en condiciones dignas de los asociados, y, justamente, es por tal razón, que 

se debe garantizar la protección completa de este derecho, sin someter a los usuarios a tratos 

desiguales, a la negación de servicios y mucho menos a dilatar la prestación del mismo, bajo 

argumentos de falta de convenios, no contar con los insumos, no tener medicamentos, entre otros. 
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Por lo anterior, el compromiso estatal es prever, la prestación de los servicios de salud, en 

atención a las políticas públicas y al compromiso adquirido en los tratados y convenios 

internacionales, —parte del bloque de constitucionalidad— a efecto de garantizar el no retroceso. 

1.5. Alcance constitucional del Derecho a la salud de segunda a primera generación 

Conforme a la descripción de los fallos de tutela proferidos por la Corte Constitucional 

desde 1992, se puede apreciar que los Derechos fundamentales específicamente el Derecho a la 

Salud, ha tenido una transformación importante, pues este derecho fundamental fue descrito en el 

capítulo II, artículo 49 de la Carta Política, derechos de segunda generación, el cual siempre se 

alegaba por conexidad con el Derecho fundamental a la vida, enunciado en el capítulo de los 

derechos, las garantías y los deberes, artículo 1, derechos de primera generación, pero con el paso 

de los años y ante su reiterativa necesidad de protección el Derecho a la salud pasó de ser de 

segunda generación a primera generación, la cual fue adquiriendo independencia pues conforme a 

lo enunciado por la Organización Mundial de la Salud (1948), esta se define como bienestar 

completo en todos los aspectos (físico, mental y social)y no solamente a enfermedades .  

Por ello con la Sentencia T-760 de 2008, la Corte Constitucional consideró plausible que la 

salud, fuese un derecho fundamental autónomo, teniendo en cuenta argumentos de derecho 

comparado, los cuales quedaron consignados en el anexo dos de tal pronunciamiento, así mismo y 

como quiera que sin salud no hay vida, se considera que la primera es inherente a la existencia del 

ser humano, por ello teniendo en cuenta el propio texto constitucional, así como los tratados y 

convenios internacionales, se hacía indispensable este reconocimiento independiente en los 

derechos de primera generación y así ha venido amparándose desde la tutela en mención, la cual 

dentro del texto enuncia como a partir de los momentos históricos los derechos humanos han sido 
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catalogados por generaciones  

De esta forma se reconocen como la primera generación los derechos a la libertad, con ellos 

buscaban que el Estado no interfiriera en la vida de los habitantes, estos hechos se concentran a 

finales del S. XVIII, la segunda generación hace referencia a los derechos sociales, económicos y 

políticos los cuales aseguran los presupuestos materiales que aseguran la existencia de las personas 

esta se ubica históricamente a mediados del S. XIX, en cuanto a la tercera generación hace énfasis 

en los derechos colectivos en los que cabe anotar el medio ambiente, consumidores, moralidad 

pública entre otros y se ubica en el S. XX. Es preciso aclarar que se hace esta mención con 

propósitos pedagógicos ya que no determinan ningún tipo de jerarquía entre los derechos y por 

ende tampoco ningún grado de justiciabilidad.  

Esta clasificación refleja y dimensiona sus alcances y efectos en diferentes fallos 

constitucionales como: T-406 de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón, C-596 de 1997 M.P. Vladimiro 

Naranjo Mesa, T-595 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, C-375 de 2004,M.P. Eduardo 

Montealegre Lynett, T-557 de 2006, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.   

Es así que la migración de Derechos, especialmente el Derecho a la Salud de segunda a 

primera generación se efectúa teniendo en cuenta tres criterios que han sido señalados por la Corte 

Constitucional, i) el primero hace referencia a la teoría de la naturaleza humana y es la relación de 

conexidad con el Derecho a la vida, la vida en condiciones dignas y la integridad personal, derechos 

que generan el núcleo esencial del Derecho a la salud como autónomo; ii) el segundo, desde la 

perspectiva de la especial protección por parte del Estado a quienes se les debe garantizar la 

prestación eficiente y oportuna del servicio de salud y iii) el tercero, se refiere a la interpretación 

del bloque constitucional, a través de tratados y convenios internacionales que garantizan la 

prestación de servicios de salud con calidad, eficiencia y oportunidad.  
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Conforme a lo anterior la Corte Constitucional adopta diversos planteamientos para el 

análisis de la vulneración del derecho a la salud, estudiando aspectos que niegan el servicio de 

salud, como: ¿por qué el servicio no está incluido en el Plan Obligatorio de Salud?; ¿sus padres no 

pueden costear el copago correspondiente? ¿Porque el médico que requiere el análisis clínico no 

pertenece a la entidad prestadora del servicio de salud?; ¿cuándo la enfermedad es de origen 

profesional?; ¿es posible negar las medicinas a una persona que dejó de pertenecer al régimen 

contributivo del sistema de salud, con posterioridad a un mes? ¿Se puede negar la prestación del 

servicio de salud a una persona que tenga una enfermedad catastrófica o aquellas llamadas 

huérfanas, por no cumplir con el número de semanas cotizadas? ¿Se vulnera el derecho a la salud 

cuando la entidad prestadora del servicio de salud, se niega a responder por su falta de atención o 

falta de entrega de medicamentos? ¿Se vulnera el derecho a la salud, por la interpretación que se 

da a los lineamientos de la Ley 100 de 1993, en especial lo que tiene que ver con el régimen 

contributivo y con el régimen subsidiado? 

Para entrar a esclarecer el Derecho Fundamental a la Salud la Corte Constitucional en 

Sentencia T-760 (2008), precisó que se trata de derechos subjetivos, inalienables y de aplicación 

inmediata, asegura que estos derechos se les asigna el carácter fundamental no por que se 

encuentren plasmados única y específicamente en la constitución sino a la interpretación 

jurisprudencial con respecto a los consensos que al respecto se han pronunciado. Sustenta además 

la Corte que la propia Constitución (art. 94) establece que muchos derechos no se encuentran 

enunciados expresamente en el texto constitucional. 

En igual sentido y la sentencia citada anteriormente, indica que uno de los avances en la 

jurisprudencia es que el reconocimiento de un derecho no implica que todos los aspectos que lo 

cobijan sean tutelables debido a que en principio no son absolutos ya que pueden estar limitados 
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por criterios de proporcionalidad y razonabilidad y también por el vínculo entre el cumplimiento 

de las obligaciones que derivan los derechos fundamentales y su procedibilidad ante la acción de 

tutela.   

Por consiguiente una vez se hace tal migración del derecho a la salud, la Corte 

Constitucional tuvo en cuenta no solo los casos particulares, sino los momentos socio-políticos 

porque los que ha atravesado el país, los instrumentos y la ubicación normativa, así como la 

enunciación de clasificación de Derechos fundamentales, los cuales no tienen un catálogo fijo, sino 

que conforme al desarrollo social, se pueden presentar mutaciones, para concluir con los 

mecanismos eficaces para la protección de este Derecho fundamental. 

Al respecto menciona la sentencia T-760 (2008), la salud como derecho protege diferentes 

ámbitos vitales en el ser humano y lo hace desde diversas ópticas, manifiesta la gran complejidad 

que le asiste en tanto existen múltiples obligaciones que se derivan directamente de este derecho 

(salud), así como de la variedad de acciones y/o omisiones que demandan del Estado y la sociedad 

para su cumplimiento y goce efectivo de los cuales depende de los recursos materiales e 

institucionales.  

Así las cosas, no es meramente la clasificación de un derecho, sino la implementación de 

Planes de Desarrollo, serios, disposiciones normativas alcanzables, acordes con la realidad de 

nuestro país Colombia, decisiones y adopción de políticas para el amparo y protección de este 

derecho fundamental de la salud.  
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Capítulo Segundo 

2. El incidente de desacato de la acción de Tutela, teniendo en cuenta la Constitución 

Política de 1991 

El presente apartado muestra la argumentación de la figura del Incidente de Desacato de la 

acción de tutela, en el ámbito jurídico Colombiano, de igual forma se plantea el medio establecido 

en caso del no cumplimiento del fallo de tutela. Por otra parte, se establecen los factores que 

influencian para la aplicación del incumplimiento de las providencias emitidas por los jueces para 

la salvaguarda del Derecho fundamental a la salud. 

Por lo anterior, la administración de justicia en cabeza de los jueces constitucionales, 

acuden a los mecanismos permitidos por la ley para el amparo de los Derechos fundamentales de 

todos los asociados y es con la figura incidental que ejerce la obligatoriedad de la orden impartida, 

por ello, afirma López (2010) que es el incidente el recurso final de la acción de tutela para así 

rescatar la posibilidad de implementar el cumplimiento del fallo evitando que se quede sin 

efectividad. No obstante, no siempre surge sanción ante el recurso de desacato. (p.177). 

Así las cosas, existe la posibilidad de aplicar el recurso del trámite del incidente de desacato 

como mecanismo objeto de estudio de esta investigación, en consecuencia, es preciso revisar la 

doctrina que al respecto menciona López (2010), quien define el incidente de desacato como el 

instrumento jurídico de quienes han sido protegidos vía tutela, afirma que su objetivo es hacer 

presión para que se dé cumplimiento de manera inmediata a las decisiones impartidas por el juez. 

Este recurso permite sanciones jurídicas a aquellos funcionarios, sean públicos o privados, que 

vulneren los derechos y a aquellos quienes se encuentren renuentes a la aplicación del fallo que 

protege la tutela, la cual es de obligatorio cumplimiento. 
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Resalta la importancia de proteger el cumplimiento de estas providencias ya que a pesar de 

existir la garantía constitucional prevalecen en el país serias dificultades como son el difícil acceso 

a la justicia, la congestión judicial y el goce efectivo de los derechos que entorpecen dicha 

protección. 

Teniendo en cuenta lo enunciado, mediante Decreto 2591 de 1991, se denotan aspectos 

significativos del desacato, como son: lo establecido en el artículo 27, cumplimiento del fallo y lo 

contenido en su artículo 52, desacato, temas de estudio por parte de la Corte Constitucional, la cual 

en sentencia T-226 de 2016, expresa lo pertinente en relación con estos temas a saber:  

Tabla 3 

Desacato 

Cumplimiento del fallo Desacato 

Es obligatorio Es incidental 

Es un poder disciplinario 

que tiene el juez 

Responsabilidad objetiva Responsabilidad subjetiva 

Es de oficio A petición de parte 

Por la parte interesada  

Por Ministerio Público 

 Según lo indica la sentencia T-226/06 emitida por la Corte Constitucional (2006). 

 

En igual sentido para que proceda un incidente de desacato, se debe acreditar i) el 

incumplimiento de lo ordenado en el respectivo fallo de tutela, por parte de quien debe cumplir; ii) 

Cuando se aparenta el cumplimiento, cumpliendo parcialmente; iii) Cuando la orden emitida en el 

fallo de tutela se cumple conforme a la interpretación que le da la persona que debe cumplir, y iv) 
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que el incumplimiento se presente porque quien lo debe cumplir, simplemente no lo hace porque 

no está de acuerdo, constituyendo en este último caso una responsabilidad subjetiva por 

incumplimiento a una orden judicial. 

No obstante, a lo anterior, el desacato tiene un carácter correccional, tal como lo manifiesta 

la Corte Constitucional en Sentencia T-421 de 2003 en la que menciona como el incidente de 

desacato centra su interés en que se cumplan las órdenes impuestas en el recurso de amparo del 

cual es garante la tutela, aclara que la importancia del recurso no es la sanción sino el cumplimiento 

del fallo.  

Así las cosas, y pese a que los fallos de tutela, se emiten siguiendo la Constitución, las 

disposiciones legales y  la línea Constitucional con fuerza vinculante y de estricto cumplimiento, 

la realidad demuestra paradójicamente lo contrario, no resulta extraño observar la negación por 

parte de EPS, IPS y ESE, aún con un fallo de tutela en su poder, el cual está garantizando el derecho 

a la salud, atentar de manera directa con su inoperancia, el derecho a la vida, resultando ineficaz el 

trámite incidental, pues no cobra la validez perseguida con la decisión emitida, conforme lo enuncia 

Gabriel García Márquez (1996), en los colombianos cohabitan “la justicia y la impunidad; somos 

fanáticos del legalismo, pero llevamos bien despierto en el alma un leguleyo de mano maestra para 

burlar las leyes sin violarlas o para violarlas sin castigo” (como se cita en García, 2009, p. 20). 

2.1. Incidente de desacato como juzgamiento disciplinario de quien incumple un fallo 

de tutela. 

El incidente de desacato se encuentra regulado por los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 

de 1991, como quedó descrito anteriormente, es un mecanismo coercitivo mediante el cual la 

persona que ha instaurado la acción de tutela y se le ha amparado su derecho fundamental a través 
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de un fallo proferido por un juez de la República, puede acceder ante el incumplimiento del mismo, 

por parte de la persona natural o jurídica a quien se ha dado la orden, para que se reitere su 

cumplimiento so pena de imponerse las sanciones establecidas por la ley. 

El trámite incidental, proviene a petición de parte y se entiende como la potestad 

disciplinaria que tiene un Juez de la República para el cumplimiento de una orden judicial, tiene 

como finalidad la privación de la libertad de hasta 6 meses y sanción pecuniaria a quien no cumple 

la orden impartida. 

Cabe anotar, que la Corte Constitucional en Sentencia SU 034 de 2018, ha enunciado unas 

subreglas o requisitos para el trámite incidental, así: a) la decisión de la tutela se torna improcedente 

si ya ha sido ejecutoriada la decisión del trámite de desacato, b) el cumplimiento de las causales 

para la aplicación de la acción de tutela contra providencias judiciales, c) debe haber consistencia 

entre lo planteado en la acción de tutela y el trámite del incidente de desacato, en ella no deben 

existir alegaciones nuevas y no se pueden solicitar nuevas pruebas.  

Así las cosas, el trámite del incidente de desacato es un trámite especial, toda vez que no es 

susceptible de ningún recurso, trae inmersa la responsabilidad derivada del incumplimiento, 

diferente a la responsabilidad penal por fraude a resolución judicial, la imposición de la sanción 

por desacato es el poder disciplinario que tiene el Juez para el cumplimiento de la orden dada en el 

fallo de una acción de tutela y de igual forma, sobre la decisión del desacato, se ejerce el grado de 

consulta ante el superior funcional, como consecuencia de verificar que las sanciones impuestas 

sean aplicadas correctamente. 

Ahora bien, la Corte Constitucional en principio no tiene la competencia para conocer 

trámites de incidente de desacato, no obstante, existen casos excepcionales para que esta Alta Corte 

conozca sobre el mismo, especialmente en los temas enunciados en los Autos 032 de 2011 y 113 



82 
 

LA INEFICACIA DE LA ACCION DE TUTELA EN EL ÁREA DE LA 

SALUD 

de 2016, en ellos se enuncian la factibilidad de la competencia siempre que exista justificación 

objetiva, razonable y suficiente que se concrete en aspectos como son: a) cuando persiste la 

desobediencia del juez sobre el cumplimiento de la sentencia, b) cuando las medidas han sido 

insuficiente o ineficaces, c) cuando se emite n órdenes de alta complejidad y para lograr su 

efectividad se requiere de seguimiento permanente y/o nuevas determinaciones.  

Teniendo en cuenta las subreglas indicadas por la Corte Constitucional y los casos en los 

cuales la Corte puede analizar el trámite incidental, será necesario precisar que se observan tanto 

factores subjetivos, como factores objetivos, los cuales son meramente enunciativos en los 

siguientes términos: será necesario enunciar en primer momento, el factor subjetivo, es decir, la 

responsabilidad de quien debe cumplir la orden, tanto de manera dolosa, como culposa, las razones 

del allanamiento a la orden impartida, considerar si el accionado pese a no cumplir la orden, 

manifiesta y demuestra que está haciendo todo lo posible para su cumplimiento (acción/inacción o 

su imposibilidad de cumplir) y en segundo momento, el factor objetivo, dentro del que se observará 

la imposibilidad fáctica de desarrollar la orden, el contexto socio-político y económico para 

cumplirla, la complejidad de la orden, la capacidad de la persona jurídica o persona natural para el 

cumplimiento, el plazo y la competencia funcional para poder verificar el respectivo fallo. 

2.3. Incumplimiento de fallos de tutela por la EPS y formas de inobservancia del 

derecho a la salud. 

Desde la Constitución de 1991, ha sido reiterativo el incumplimiento de los fallos de las 

acciones de tutela por parte de las EPS y EPS-S, no solamente aquellos prestadores privados, sino 

también los públicos, los cuales niegan y demoran la prestación de servicios de salud, basados en 

la ausencia de agenda, no hay inventario de medicamentos o asignando citas con varios meses de 
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retraso, por ello los usuarios del servicio de salud, como mecanismo urgente e idóneo para amparar 

su vida, acuden a la Acción de tutela para que se garantice la protección del derecho vulnerado. 

Por consiguiente una vez se radica una acción de tutela, surtiendo el trámite correspondiente 

legal y en término, se profiere el respectivo fallo, el cual pese a ser proferido por un Juez de la 

República, se desconoce por la Entidades Prestadoras del Servicio de Salud, EPS, colocando a los 

pacientes en una situación de debilidad manifiesta pues aunque se ampara su derecho a la salud, 

no siempre su cumplimiento es efectivo y se hace indispensable iniciar trámites de incidente de 

desacato para la protección de la vida, cuyo derecho es inherente a la persona. 

Conforme a lo anterior, la EPS y EPS-S continúan incumpliendo, excusados en que no hay 

recursos, no se cuenta con el número suficiente de profesionales de la salud y especialmente en que 

se garantizan los mínimos para los usuarios. 

Las formas de inobservancia a la prestación del servicio de salud se pueden encontrar 

especialmente, en la no disponibilidad de especialistas, en la no entrega de medicamentos los cuales 

están sujetos a valoración de Comité Técnico Científico, en que no autorizan servicios solicitados 

por los médicos tratantes, en no ordenar insumos necesarios para la recuperación de los pacientes, 

denegación de servicios, en trabas administrativas y en un sinnúmero de negativas para la 

prestación eficiente del servicio y el derecho a la Salud. 

Por consiguiente, lo que persigue la tutela es la protección de un derecho fundamental al 

emitirse un fallo y el resultado es la justiciabilidad del derecho fundamental en litigio y es 

justamente donde el poder jurídico del fallo de tutela debe ser eficaz y eficiente, para que la 

protección no solamente sea a lo que aspire un usuario de la Salud, sino que realmente se tenga 

como un valor dentro del Estado social de Derecho y por ello, el trámite incidental debe ser lo 

suficientemente fuerte para exigir el cumplimiento. 
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Acerca de la eficacia en el cumplimiento del fallo, es importante señalar su antónimo que 

se refiere a “la ineficacia o ausencia de idoneidad de los medios judiciales ordinarios” (Castro & 

Carvajal, 2021, p. 66), pues en algunos casos específicos la tutela no es suficiente y el desacato 

tampoco lo es, despareciendo de alguna manera el poder dispositivo con el que cuentan los Jueces 

de la República, para la protección de Derechos, toda vez que son estos funcionarios los que están 

investidos de jurisdicción para hacer exigible el acatamiento de la orden impartida y de esta manera 

garantizar la protección, pero el desacato no alcanza a ser lo suficientemente fuerte, para la 

protección resuelta en la sentencia tutelar. 

En cuanto a la inobservancia de la orden judicial del fallo constitucional de tutela, por parte 

de las diferentes entidades que conforman el sistema general de salud en Colombia, es necesario 

hacer hincapié en su cumplimiento, toda vez que,  

 

La orden dada por un juez en una decisión de tutela busca asegurar el ejercicio material y 

efectivo de un derecho fundamental. Por ese motivo, la decisión adoptada por el juez está 

dirigida a eliminar la causa que dio origen a la amenaza o violación está llamada a cumplirse 

en los estrictos términos señalados por la autoridad judicial para conjurar la amenaza o la 

afectación. (Castro & Carvajal, 2021, p.150) 

 

Así pues, dicha omisión por parte de la EPS o EPS-S, tiene su exigencia para el acatamiento 

lo dispuesto en el (Dec.2591, art. 27, 1991), cuando enuncia “…el juez podrá sancionar por 

desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia” y es en este punto donde se 

debe analizar este procedimiento sancionatorio, partiendo de las múltiples sentencias que se 

profieren en los estrados judiciales.  
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Por ello, se evidencia el alto número de acciones de tutela instauradas, entre 1991 y 2008, 

pues desde este último, con la sentencia T-760 de 2008, sentencia referida a lo largo del escrito, se 

regularon determinados temas en torno a la salud. 

Cabe anotar que, pese a que fue una sentencia de Tutela ha tenido un alcance de sentencia 

de unificación, ordenando tanto a los Despachos judiciales del país como a las entidades 

promotoras de salud, a su estricto cumplimiento, no obstante lo anterior, se continúan presentando 

acciones de tutela que solicitan la protección de este Derecho fundamental.  

2.4. Análisis jurisprudencial sobre el poder disciplinario del trámite incidental 

El recurso incidente de desacato, se encuentra reglamentado en el Decreto 2591 de 1991 

artículo 52, el cual enuncia que quien incumpliere la orden de un fallo será sancionado con arresto 

hasta de 6 meses y con multa de hasta 20 SMLMV salvo en el caso de una consecuencia distinta y 

sin perjuicio de las sanciones penales. Dicha sanción se interpondrá por el mismo juez que conoció 

en primer momento la tutela, con el denominado trámite incidental el cual será consultado ante el 

superior funcional y se decidirá dentro de los 3 días siguientes en caso de revocación de la sanción.  

Tal aparte normativo permite analizar que el trámite incidental, es un trámite especial y es 

entre otras, el poder disciplinario con el que cuenta un Juez Constitucional para imponer una 

sanción o aplicar una pena privativa de la libertad, ante la inobservancia de un fallo de tutela. 

Cabe anotar, que el Juez instructor del desacato, tiene la facultad de modular orden de tutela 

en determinados casos, como: i) ante la no garantía efectiva de un derecho fundamental, cuando en 

el fallo de tutela se ha proferido una orden imposible; ii) cuando se evidencie una afectación grave, 

directa, cierta, manifiesta e inminente del interés público y iii) cuando se compruebe una orden no 

precisa. 
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 En virtud de lo anterior la Corte Constitucional, también se ha pronunciado en diferentes 

sentencias, en relación con el incidente de desacato. 

Así pues, partiendo de la técnica de investigación de línea jurisprudencial denominada 

ingeniería de reversa, se analizarán las sentencias de la Corte Constitucional, en las cuáles se ha 

referido al incidente de desacato, indicando de manera resumida su contenido. 

Tabla 4 

Sentencias del incidente de Desacato 
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(CC, C-243/06, 2006; CC, C-364/14; 2014; CC, T-271/15, 2015 y CC, C-411/15, 2015). 
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Conforme a lo anterior, la Corte Constitucional se ha referido a este trámite como 

sancionatorio, del cual se puede precisar que tiene como finalidad o una sanción disciplinaria para 

castigar el incumplimiento del fallo tutelar o la imposición de una medida sancionatoria pecuniaria. 

Es por ello que, el incidente de desacato es un medio procesal para que se pueda garantizar 

plenamente el Derecho fundamental vulnerado, según lo indica la sentencia T-271/15 emitida por 

la Corte Constitucional (2015): 

 

Así mismo, el juez de tutela al tramitar el respectivo incidente tiene el deber constitucional 

de indagar por la presencia de elementos que van dirigidos a demostrar la responsabilidad 

subjetiva de quien incurre en desacato, por tanto, dentro del proceso debe aparecer probada 

la negligencia de la persona que desconoció el referido fallo, lo cual conlleva a que no puede 

presumirse la responsabilidad por el solo hecho del incumplimiento. De acuerdo con ello, 

el juzgador tiene la obligación de determinar a partir de la verificación de la existencia de 

responsabilidad subjetiva del accionado cuál debe ser la sanción adecuada, proporcionada 

y razonable a los hechos.  

 

Pese a lo anterior, el tramite incidental con las reglas referidas, hace que se debilite el fallo 

de tutela, pues aplicando los principios generales del derecho las EPS, EPS-S y ESE-S, se refugian 

en que nadie está obligado a lo imposible y de esta manera, se han presentado fallecimientos y se 

han generado graves deterioros y daños a los usuarios de la salud en Colombia. 
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Capítulo Tercero 

3. Tratamiento de la acción de tutela, frente al tema de salud en Colombia en 

números 

Como se ha enunciado en la presente investigación, el tema del Derecho a la salud y su 

amparo a través de la Acción de tutela desde el año 1992, ha variado, es por ello, que es necesario 

evidenciar estadísticas que permitan de una manera práctica observar cuáles han sido los cambios 

en números, para el amparo del derecho fundamental en estudio, como quiera, que la salud como 

Derecho fundamental y autónomo no se concibió de esta manera desde que la Corte Constitucional, 

iniciara sus actividades como entidad encargada de la salvaguarda de los principios, reglas, normas 

y valores consagrados en la Carta Política, sino que fue adquiriendo autonomía de Derecho 

fundamental, a través de la jurisprudencia proferida por esta alta corporación.  

Es así que, las cifras en relación con el amparo a este derecho es indispensable para tema 

en estudio, por consiguiente, se señalarán en números la cantidad de tutelas presentadas en 

Colombia, seguimiento realizado por la Corte Constitucional y la Defensoría del Pueblo.  
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Tabla 5 

Tutelas presentadas para el amparo del Derecho a la salud, según la Corte Constitucional 

 

Adaptado de: https://www.corteconstitucional.gov.co/lacorte/estadisticas.php 
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De manera general, entre el año 1992 a 2021, se evidencia que las acciones de tutela 

instauradas, ha estado en continuo crecimiento, ello podría entenderse como la inoperancia de las 

entidades frente a una respuesta oportuna, eficaz y eficiente, ente las necesidades de los asociados 

y ante la vulneración de este Derecho se acude a esta acción constitucional.  

De otra parte, las estadísticas del Consejo Superior de la Judicatura, cuyo seguimiento se 

ha efectuado de manera discriminada a partir del año 2016 y de conformidad con el formulario del 

Sistema Integrado de Estadística Judicial SIERJU, el cual debe ser alimentado por parte de cada 

uno de los Despachos Judiciales a nivel nacional, se evidencia por parte del Consejo Superior de 

la Judicatura la necesidad de desagregar de manera detallada los Derechos fundamentales más 

tutelados, y particularmente el Derecho a la Salud, de la siguiente manera:  

Tabla 6 

Tutelas del derecho fundamental a la salud 

 

Adaptado de: Informe al Congreso, Consejo Superior de la Judicatura, 2021 

Respecto de las cifras correspondientes a los años 2020  y 2021, es necesario recordar que 

desde el mes de marzo de 2020, se declaró al SARS-Cov 2 o COVID 19, por parte de la OMS, 



92 
 

LA INEFICACIA DE LA ACCION DE TUTELA EN EL ÁREA DE LA 

SALUD 

como pandemia, razón por la cual todos los recursos y atención estaban dirigidos a evitar su 

propagación, situación que conlleva a que la prestación del servicio médico, estuviese orientado a 

esta enfermedad que ha afectado a toda la humanidad, no obstante y dentro del ejercicio 

profesional, se atendieron tutelas de Salud, no en igual cantidad que en años anteriores, pero de 

igual forma se tuvo conocimiento de las mismas.  

Es importante precisar, que de manera notable se evidencian diferencias significativas entre 

las estadísticas de la Corte Constitucional y Defensoría del Pueblo, frente a las estadísticas 

presentadas por el Consejo Superior de la Judicatura, así:  

Tabla 7 

Diferencias en estadísticas de los fallos de acciones de tutela en materia de salud 

 

Adaptado de: Informe al Congreso, Consejo Superior de la Judicatura, 2021 Y 

https://www.corteconstitucional.gov.co/lacorte/estadisticas.php 

 

Lo anterior obedece a que el sistema de estadísticas SIERJU, implementado por el Consejo 

Superior de la Judicatura se implementó de manera desagregada, desde el año 2016, pues con el 
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sistema de estadísticas anterior, simplemente se hacía seguimiento a la gestión judicial de manera 

general, es decir simplemente número de procesos y número de tutelas, sin desagregar el tipo de 

proceso o el Derecho vulnerado en la acción de tutela. Por ello desde el año 2016, el formulario 

que se debe diligenciar por cada uno de los Despachos Judiciales, se encuentra desagregado, de 

acuerdo a las diferentes actuaciones surtidas dentro de la administración de justicia.  

3.1. Perspectivas de la respuesta al trámite tutelar en salud, después de la Sentencia 

T-760 de 2008 

La congestión judicial ha sido un tema de relevancia política, social y económica, más aún 

cuando en determinados trámites constitucionales, como la Acción de tutela y el habeas corpus se 

tienen términos perentorios, para proceder a emitir un fallo, en el primer asunto 10 días y en el 

segundo 36 horas, y conforme ha quedado expuesto en cifras, se denota que la Acción de tutela 

ocupa un número significativo dentro de la labor judicial, el cual requiere de toda la atención y 

respuesta pronta, so pena de investigaciones y sanciones disciplinarias a los servidores públicos. 

Ahora bien, respecto de trámite de la acción de tutela, y en el ejercicio profesional desde el 

año 2014, en mi caso particular, han fallecido, seis (6) accionantes, por la falta de cumplimiento a 

un fallo emitido, situación que sin duda pone en cuestionamiento el alcance obligatorio de una 

orden judicial por parte de quienes prestan el servicio de salud, o en la mayoría de trámites 

incumplen o cumplen parcialmente, dando origen al trámite incidental, con el que se busca la 

protección definitiva, porque no se pretende la privación de la libertad, pero sí que se preste el 

servicio para garantizar la salud y la vida del usuario que accede a la administración de justicia. 

Por ello, conforme a los derechos progresivos se ha buscado salvaguardar este Derecho 

fundamental a la Salud, especialmente después de la Sentencia T-760 de 2008 que marca un antes 
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y un después en el tema de salud en Colombia, toda vez que indicó, el aspecto económico y 

progresivo de este derecho, el cual permite al titular del mismo, exigir vía judicial la protección, 

cuyo aspecto entraña el deber ser del Estado, dentro de los cuales encontramos, Políticas públicas 

definidas dirigidas a garantizar la protección de Derechos y el fácil acceso a la prestación de los 

servicios. 

Con posterioridad a la Sentencia T-760 de 2008, en la cual se resolvió unificar los Planes 

Obligatorios de Salud (POS) del régimen contributivo y subsidiado, definir los contenidos del POS 

en relación con la prestación de servicios médicos, respetando la integralidad del servicio público 

de salud, se realicen por las entidades de control, los seguimientos necesarios para el estricto 

cumplimiento del amparo del derecho a la Salud, en relación con la prestación de servicios 

especializados, entrega de medicamentos, las diferentes solicitudes que realicen los usuarios y la 

prestación oportuna, eficaz y eficiente de los servicios que prestan las distintas entidades 

prestadoras del servicio de salud, la Corte Constitucional ha dispuesto la creación de una Sala de 

Seguimiento, a partir del 1º de abril de 2009, conformada por tres Magistrados de esta Corporación, 

para garantizar el cumplimiento de lo ordenado en sentencia T-760 de 2008, a la cual se puede 

acceder, a través de la página de la Corte Constitucional, en la que se encuentra el respectivo link, 

para que cualquier ciudadano pueda consultar las diferentes disposiciones en materia de Salud, 

encontrando, el seguimiento de diferentes actores de la sociedad civil, entidades públicas y 

pronunciamientos internacionales. 

Cabe anotar que, desde esta Sentencia, la Corte Constitucional se pronuncia a través de 

Autos con carácter vinculante, los cuales buscan la protección integral del Derecho a la Salud. 

garantizando la no regresividad respecto de este Derecho fundamental, para lo cual ha emitido los 

siguientes autos específicos:  
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Tabla 8 

Autos que buscan protección integral al Derecho fundamental de la Salud 

AUTOS (DD/MM/AAAA) DESCRIPCIÓN 
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Tomado de: https://www.corteconstitucional.gov.co/T-760-08/autos%20especificos/?orden=30 
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Así mismo, desde 2008 al 2022 se han proferido 165 autos genéricos que tratan el tema del 

Derecho fundamental a la Salud. 

En el mismo sentido, en la Sentencia en mención, en su parte resolutiva ordenó al Ministerio 

de Salud y Protección social, presentar un informe anual a: 1. la Sala Segunda de Revisión de la 

Corte Constitucional, 2. la Procuraduría General de la Nación y 3. a la Defensoría del Pueblo, en 

donde se evidencien en cifras las acciones de tutela instauradas para amparar el derecho a la Salud, 

explicando las razones del incumplimiento y desde el año 2008, se han presentado diez (10) 

informes dando cumplimiento a tal requerimiento. 

De otra parte, se viene interactuando con diferentes actores de la sociedad civil para hacer 

tal seguimiento con entidades como son: La Confederación Colombiana de Consumidores, El 

Movimiento Nacional por la Salud y la Seguridad Social, La Asociación Colombiana de Facultades 

de Medicina (ASCOFAME), El Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad (Dejusticia) y 

La Asociación Médica Sindical (ASMEDAS Nacional), entre otras. 

Es de tal importancia la protección del Derecho a la Salud, que, a efecto de evitar la 

vulneración del mismo, la Corte Constitucional asume la protección, seguimiento y salvaguarda de 

este derecho consagrado en el texto de la Carta Política. 

3.2. Estadísticas del incumplimiento de los fallos de tutela en materia de salud, por los 

cuales se ha hecho necesario adelantar incidentes de desacato (CSde la Jud.). 

Según las estadísticas que rinde el Consejo Superior de la Judicatura al congreso, se 

observan los siguientes datos acerca del incumplimiento de órdenes impartidas en fallos de tutela, 

de la siguiente manera: 
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Tabla 9 

Incidentes de desacato presentados, por el derecho fundamental de la salud 

 

Adaptado de: Informe al Congreso, Consejo Superior de la Judicatura, 2021 

 

Respecto del trámite del incidente de desacato, es menester precisar que se inicia una vez 

se acredita con certeza el incumplimiento de un fallo de tutela, para lo cual después de hacer hasta 

dos requerimientos, sin obtener respuesta favorable sobre el cumplimiento del mismo, mediante 

auto se da apertura a dicho trámite el cual debe ser resuelto en el término de 10 días conforme a la 

Sentencia C-367 de 2014, de otra parte, y pese a proferir el fallo sancionando o en casos 

excepcionales ordenando el arresto, la decisión debe remitirse a consulta ante el superior funcional, 

situación que en algunos casos y conforme a la espera de decisión definitiva el accionante pierde 

su bien jurídico tutelado más importante, como es la vida. 
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Igualmente, a través de la Corte Constitucional y posterior al año 2008, se viene haciendo 

un control juicioso por parte del ente Constitucional, a efecto de garantizar la prestación del servicio 

de salud. 

  



101 
 

LA INEFICACIA DE LA ACCION DE TUTELA EN EL ÁREA DE LA 

SALUD 

Conclusiones 

Con la presente investigación se pone de presente, que dentro de las transformaciones 

sociales, especialmente los cambios significativos en las últimas tres décadas, en los entornos, 

económicos, sociales, culturales, generacionales, familiares y de tecnología, entre otros, los 

Derechos consagrados en nuestra Carta Política también se han transformado, resaltando 

especialmente el tema en estudio, pues el Derecho a la Salud que pertenecía a los Derechos 

Económicos, Sociales y culturales, en el ámbito estatal, por la necesidad de protección, pasó de 

segunda generación a primera generación, por la necesidad de regular temas inherentes a la 

prestación de un servicio público, al cual pueden y deben acceder todos los habitantes del territorio 

Colombiano. 

Es por ello, que si bien la salud en concreto, no hacía parte de una lista taxativa de derechos, 

ha sido objeto de análisis y proyección dentro del desarrollo del Estado Social de Derecho 

establecido desde 1991, a través de políticas públicas y medios inclusivos que permitan que su 

prestación, sea lo más eficaz posible, situaciones que pese a los múltiples esfuerzos de diferentes 

entidades tanto del Nivel Ejecutivo como de la Rama Judicial y entes de Control para amparar este 

derecho fundamental por parte de pronunciamientos constitucionales y seguimientos, este derecho 

se ve aún vulnerado, porque aún existe negación de servicios, de medicamentos, de procedimientos, 

de servicios necesarios para amparar la vida de los asociados, aspectos que se convierten en una 

misión o un reto imposible para su protección real. 

En igual sentido, aunque existan convenios y tratados internacionales y poderes de 

cumplimiento en cabeza de los jueces de la República, en oportunidades, la práctica judicial en 

materia de Acciones de Tutela, específicamente del derecho a la salud, deja un sinsabor, pues pese 

a implementar control de convencionalidad, y cumplir con las decisiones jurisprudenciales 
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proferidas por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, aún no se logra la protección 

definitiva que solicitan los usuarios de la Administración de Justicia, especialmente para amparar 

su vida por su estado de salud. 

En igual sentido es importante destacar que la Corte Constitucional al analizar este tema de 

gran sensibilidad social, y en cumplimiento de los estándares internacionales incorporados en 

nuestro ordenamiento legal, como el pacto de Derechos Sociales y Culturales, el Protocolo de San 

Salvador, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, La Declaración de Alma Ata, la 

Declaración de Lisboa, entre otras, ha querido proporcionar las herramientas necesarias para que 

no existan más vulneraciones al derecho a la salud, por cuanto las disposiciones legales como la 

Ley 100 de 1993 y la Ley estatutaria de Salud 1751 de 2015, continúan con un déficit para la 

garantía seria de este derecho fundamental, es por ello que frente a ese vacío de cumplimiento o 

exigibilidad de derechos (Salud) la Corte Constitucional con la sentencia T-760 de 2008, buscó 

propender por una protección más efectiva a este derecho fundamental y en cumplimiento a los 

requerimientos internacionales, también se asigna una labor de seguimiento, impartiendo en igual 

sentido órdenes a diferentes entidades del nivel ejecutivo y órganos de control para el cumplimiento 

de los fallos de tutela en materia de salud. 

Sobre el particular, el derecho a la salud en ocasiones pasa a ser muy romántico, pues si 

bien, existe la norma, la misma en algunos momentos se vuelve muy frágil, pues aunque se 

pertenezca a un régimen de salud dentro del sistema contributivo, subsidiado o regímenes 

especiales como el Magisterio o las fuerzas militares, se observa que en todas las entidades 

prestadoras del servicio de salud, existe vulneración por la inoperante prestación de servicios, 

siempre amparadas en la falta de presupuesto, el poco personal, asignación de citas con períodos 

mayores a seis meses, negación de medicamentos para tratar enfermedades catastróficas o 
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huérfanas e igualmente en ocasiones por la negación de insumos como una silla de ruedas, o una 

crema para enfermedades de la piel (por no ser POS) o la negación de un servicio de enfermería, 

pese a que las personas cuenten con traqueotomía y posean colostomía, sin que sus familiares 

tengan conocimientos de primeros auxilios o de enfermería, la verdad estas situaciones conllevado 

a observar la realidad de Colombia, especialmente en este tema tan sensible, pues a lo largo de la 

historia, nuestro país no ha logrado encontrar planteamientos gubernamentales para una prestación 

de calidad.  

De otra parte, es menester reconocer, que la acción de tutela es un logro dentro de un Estado 

social de Derecho, en el tema del derecho a la salud, aunque en algunos casos se torne inoperante, 

pues el querer del servidor judicial, es proteger un derecho fundamental, pero, el propio derecho, 

se ve obstaculizado por la falta de una política pública seria y constante en el tiempo, a efecto de 

evitar actos de corrupción que afectan directamente a los afiliados en el régimen de salud.  

En el mismo sentido, al dar trámite a un incidente de desacato, el mismo no contaba con un 

término razonable para ser decidido, pues se permitía al Juez, tomar el tiempo razonable para emitir 

una decisión sobre el particular, cuyo término podía ser de hasta seis meses y solamente es a partir 

del año 2014 (Sentencia C-367), se señala un plazo para decidir de fondo el mismo, el cual después 

de su apertura, se tendrán 10 días para emitir su decisión, la cual de manera obligatoria y antes de 

la implementación de la sanción impuesta, está sujeta a consulta ante el superior funcional. 

Todo lo anterior, para manifestar la necesidad de modificar el trámite incidental a efecto de 

que la sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, no solamente sea la imposición de una 

sanción pecuniaria, pues en definitiva se está afectando nuevamente el erario público debido a que 

la sanción no sale del patrimonio del representante legal de la entidad, sino del propio presupuesto 

de la entidad prestadora del servicio de salud, por ello el trámite del incidente de desacato debe ser 
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modificado en el sentido de buscar una herramienta como una sanción en el ejercicio profesional 

o imponer preceptos más estrictos en materia disciplinaria, a efecto de garantizar el cumplimiento 

de un fallo de tutela. 

De esta forma, aunque se cumplan los fallos de tutela en materia de salud, en algunas 

ocasiones no es suficiente, porque no podemos esperar a que muera ni una sola persona, porque no 

se cumple ni un fallo tutelar y tampoco el fallo incidental. 
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